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En este número

Ya no estamos en los noventa, aquel momento de Nuevo Orden Mundial y de Fin de la Historia, en que parecía obvia la superioridad del mercado como modo de organizar la sociedad. Hoy tenemos referentes burgueses que reconocen que la economía mundial se parece a un atleta drogado; al mismo tiempo en que se esfuerzan por convencer de que el capitalismo global reduce la pobreza y la desigualdad. Y que si en todo caso las incrementara no se probaría así su incapacidad como sistema.

¿Hay alguna buena noticia? Por un lado, se rumorea que el FMI aumentará sus previsiones de crecimiento para la economía mundial y para EE.UU., ubicando ambas en 4,6%. 

Pero por otro lado, se anunció que en 2003 EE.UU. batió record de déficit de cuenta corriente con 542.000 millones de dólares (la diferencia entre los bienes y servicios que compró y vendió un país), el sector privado no creó puestos de trabajo durante febrero, con al menos 8,3 millones de desocupados y desde junio de 2003 mantiene la tasa de referencia en 1% y se prevé que la mantendrá así al menos hasta fin de año: se teme que si se suben las tasas empeore la situación del mercado de trabajo y el nivel del consumo. 

Las cosas no mejoran si miramos la situación de la Unión Europea con el desempleo apenas debajo del 9%, el consumo privado debilitado y la fortaleza del euro afectando sus exportaciones. 

¿Y qué remedios se ofrecen para esto? Siempre los mismos: reformas estructurales, ampliación de los mercados, trasnacionalización de las esferas productivas –relocalización– y políticas –“respuesta” a la amenaza terrorista tanto mediante la expansión del área soberana de EE.UU. como por la creación de un organismo paneuropeo de seguridad a cargo de los cinco mayores países de la UE. 

En síntesis, conseguir que la clase obrera resigne conquistas históricas e intentar librar a “los mercados” de las trabas que supone el marco del estado nacional para su ulterior desarrollo. 

Pero no es tan fácil. Como marcan en la UE los triunfos opositores –con efectos no menores en el tablero internacional al restar un miembro de peso a la “nueva Europa”– y un aumento en la movilización sindical. 

En cuanto a la ampliación de los mercados, EE.UU. y la Unión Europea buscan avanzar en la liberalización comercial con América Latina, y en particular con el Mercosur. Éste busca por todos los medios sumar fuerza de negociación para mejorar los términos de una integración que está lejos de rechazar, lo que busca es atenuar sus costos. 

Y así en el comercio como en las finanzas: Brasil y Argentina también acuerdan una estrategia de negociación conjunta con el FMI, justo cuando el propio FMI plantea una agenda similar a la que los presidentes Lula y Kirchner reclaman. Y es que el equilibrio es complejo: no “patear el tablero” impone no atender las demandas de la población sino descargar sobre sus hombros el peso del ajuste, al tiempo en que se trata de revertir en esa misma población el descreimiento en las instituciones, mientras tallan en el juego el conjunto de los intereses materiales de diversos sectores de la clase dominante. ¿Cómo avanzar entre semejante conjunto de dificultades? Quizá el estilo K no sea sólo cuestión de carácter personal. 

En fin, vemos cómo nos trató marzo…

Situación Mundial

“Si hay una guerra de clases en EE.UU., mi clase está claramente venciendo” (WSJ 8/3). La frase se encuentra inserta en el borrador de la carta anual que Warren Buffett –presidente de Berkshire Hathaway  y quizás el referente más importante de la burguesía norteamericana– les envía a los accionistas de su empresa. En dicha comunicación, lectura obligada del mundo empresario, se perciben claramente los peligrosos desacoples de la economía mundial y las soluciones que cada empresario intenta ensayar: ajustar la variable trabajo –práctica específica de su intereses de clase– o trasladar el ajuste a otros empresarios, depurando la cantidad de protagonistas mediante la competencia capitalista. En ambos casos, causa y efecto son idénticos (los efectos de las acciones de ayer son las causas de la profundización de la tendencia mañana) y presuponen echar mano a la política (el triunfo sobre la clase obrera y la política de facción como forma del conflicto interburgués), incluso en su forma exacerbada (el conflicto militar), para señalar ganadores y perdedores. Por ello, nadie sabe a ciencia cierta como evolucionarán los acontecimientos. Sólo se posee la certeza de que hay que luchar, contra todo y todos. Siguiendo a Mark Cliffe –economista jefe de ING Financial Markets–, la economía mundial “es como un atleta completamente drogado, algunos piensan que está a punto de romper la barrera del sonido, mientras que otros piensan que caerá muerto” (WSJ 24/3). 

Pelea por las ganancias

Tercerización y deslocalización: estrategia combinada para la apropiación de valor y para la confrontación política

En los Análisis de enero y febrero, abordamos la reorganización productiva en marcha a escala mundial. Destacamos el importante rol del costo de la mano de obra en él y la forma en que se desarrolla el proceso. Tomar como ejemplo algunas ramas no consideradas anteriormente y rever aspectos de algunas que sí lo fueron, nos aportará ciertos aspectos disimulados detrás de la utilización de un asunto delicado de la agenda política y nos confirmará otros, revelando la riqueza de la cuestión.

Química: En EE.UU., “1 de cada 10 empleos en el sector se esfumó en los últimos cinco años – casi 100.000 empleos – y ese número podría ser mayor si no fuera por el crecimiento de un segmento, las farmacéuticas. Las 8 décadas como exportadora han terminado, al pasar de 19.000 millones de dólares de superávit en 1997 a un déficit de 9.600 millones el año pasado. (...) Los problemas comenzaron con la caída del comunismo, cuando los países de la ex-Unión Soviética y China descubrieron que podían competir. (...) Luego, en el 2000, surgió otro problema: los precios del gas natural comenzaron a aumentar. (...) Al ser usado como combustible y como materia prima, el sector fue particularmente sensible a dichos incrementos. (...) Según William Jewell, vicepresidente de Dow Chemical, ‘tenemos los mayores precios del gas natural en el mundo industrializado, (...) siendo esa la causa del traslado de la producción a otros países’. (...) Esos empleos, al ser muy bien pagos, resultan imposibles de ser reemplazados en la comunidad que los pierde” (WP 17/3).

Siderurgia: “Alrededor del país [EE.UU.], pequeñas empresas se han encontrado con un dramático aumento del precio del acero (...) siendo incapaces de trasladar a los precios el incremento. (...) En particular, China esta absorbiendo inmensas cantidades de chatarra (...) haciendo difícil obtener el material en el mercado interno y prácticamente triplicando su costo a 300 dólares la tonelada, de 110 dólares en el 2002. (...) Otros factores también llevan los precios hacia arriba, como el incremento en el costo de la energía y una escasez de coque. (...) Las empresas grandes trasladan el precio a sus clientes pequeños (...) y éstos realizan recortes salariales o incrementan la productividad” (WP 23/3).

Informática: “Existe otro factor que generalmente se omite en los análisis sobre subcontratación, (...) que es la caída del costo de las comunicaciones globales. (...) Una línea de teléfono en el océano Pacífico capaz de manejar 128 llamadas de voz al mismo tiempo cuesta 11.000 dólares al mes –un cuarto de lo que costaba hace dos años. (...) Según Thomas Malone, del MIT, ‘las diferencias en los costos laborales ... han existido desde hace mucho tiempo y ese factor no es la única causa de la subcontratación fuera de EE.UU. El cambio se ha dado en los costos de telecomunicaciones. Esto le ha permitido a las empresas aprovechar la ventaja de costos laborales’” (WSJ 12/3).

La principal motivación de las empresas al realizar la tercerización o subcontratación es abaratar los costos de producción, de circulación o ambos. Al tomar la decisión de hacerlo, el empresario considera el impacto en los distintos “factores” de producción: materias primas, mano de obra (directa e indirecta), energía, transporte, etc. Como se desprende de los ejemplos, el peso de cada cuál se relaciona con las características de la rama productiva, del país de origen y del producto, entre las principales. De esta forma, sopesa la relación entre todos ellos y, teniendo presente el accionar de sus competidores, toma una decisión que significa una reorganización del proceso de trabajo. Originalmente, abarcó determinadas actividades y por lo general se realizaba dentro del mismo país o a lo sumo a un país vecino. IBM fue pionera en esta actividad como fuente de negocio, por la cual empresas que buscaban una reducción de costos transferían secciones enteras de su personal a la gigante informática. Esta reorganizaba “científicamente” la misma y la optimizaba (es decir, la llevaba a niveles de productividad límite). Por lo general, la empresa originaria no retomaba el control del proceso.

Actualmente, éste ha ingresado en una fase que especializa la fase productiva de manera indiscriminada, en relación con la esfera circulatoria. Es decir, la circulación ha sufrido una profunda transformación. Por un lado, la del “producto terminado” queda circunscrita a su mínima expresión (en general una corta distancia entre el último eslabón de la cadena productiva y el mercado donde se realizará). Por otro, la del “producto en proceso”, dramáticamente extendida por los distintos eslabones de la cadena productiva geográficamente dispersos. Ahora bien, ¿cuál puede ser la relación causal? ¿La fase productiva estimuló a la circulación a adaptarse o viceversa? Teniendo en cuenta el papel que juega la política en la determinación del precio de los distintos “factores” y considerando que el proceso no es unívoco, es plausible considerar que la esfera de la producción puede haber sido empujada a adaptarse a nuevas condiciones en la circulación y en la distribución de recursos vitales: “Los consumidores mundiales de petróleo se esfuerzan por adivinar si la OPEP pondrá en vigor su plan de recortes de suministro de crudo la próxima semana. Algunos funcionarios del cartel dicen que la mayoría de los países miembros, ansiosos por cosechar ganancias imprevistas con el auge de los precios [roza los 40 dólares el barril, máximo en 13 años], seguirán bombeando petróleo a toda máquina, sin importar lo que decrete la organización. (...) Excluyendo a Irak, que no forma parte del sistema de cuotas, los otros 10 miembros de la OPEP están produciendo una cifra cercana a 26 millones de barriles al día, muy por encima de su cuota oficial de 24,5 millones. (...) Ocho de los miembros de la OPEP se encuentran ahora produciendo a plena capacidad o cerca de ella. Sólo Arabia Saudita, Kuwait y Emiratos Árabes Unidos tienen la capacidad para producir cantidades adicionales significativas” (WSJ 26/3). Por otra parte, “la carencia de nuevas plantas, oleoductos y barcos para transportar materias primas que alimenten la economía global, están contribuyendo a mantener altos los precios de los bienes básicos. A este fenómeno se agregan los efectos de la creciente demanda de China y la debilidad del dólar. (...) Para que los precios de los bienes básicos desaten la inflación en el consumo, la demanda tendría que aumentar en forma significativa; (...) no es tan fácil para las empresas transferir el aumento de los costos a los consumidores. Esa es la experiencia de las aerolíneas frente al incremento de los precios del combustible” (WSJ 18/3).

En rigor, es necesario profundizar el análisis para categorizar las distintas ramas, pues, como vimos, los efectos son diversos en cada una. Asimismo, hay que observar las profundas significaciones políticas y fiscales que el proceso genera. Ambos aspectos quedarán para los números subsiguientes. 

Coyuntura política

El electorado se mantiene firme en oposición

Tres días bastaron en España para el derrumbe del gobierno del Partido Popular (PP). El día 11, las explosiones de diez bombas en cuatro trenes que se dirigían a la central ferroviaria de Atocha, la principal de Madrid, provocaron la muerte de cerca de 200 personas y unos 1.400 heridos. La obstinación del gobierno de Aznar en adjudicarle la acción a la organización vasca ETA (“adjudicación” que “compraron” los principales medios e incluso –curiosamente– la oposición) tuvo un efecto contrario al deseado por el Partido Popular. A medida en que se confirmaba la autoría de Al-Qaeda, quedaban al descubierto no sólo los costos para la población de la intervención española en la invasión a Irak –desaprobada por el 91% de los españoles–, sino también la manipulación informativa por parte del gobierno. El día 14, los socialistas (PSOE), encabezados por José L. Rodríguez Zapatero, se impusieron en las elecciones generales, cerrando un período de 8 años de gobierno del PP. 

El desastre del oficialismo podría aparecer como una rápida e inesperada catástrofe, resultado de los atentados. Es cierto que algunos sondeos le daban, a principios de marzo, una ventaja de casi 10 puntos al candidato oficial. Sin embargo, y teniendo en cuenta que los populares han visto declinar sin pausa el caudal electoral que los llevó a la victoria en 1995 (en 2003, por ejemplo, el PSOE –por escaso margen – se impuso en las elecciones municipales), es más correcto entender lo sucedido como la aceleración de una tendencia observable en otros países europeos. Esta tendencia indica que los distintos oficialismos están encontrando, en las urnas y en la movilización sindical (ver sección “Conflictos sociales”), un límite a su capacidad de crear consenso en torno a las “reformas” –que son, en realidad, una articulada reestructuración regresiva de la sociedad (ver Análisis de octubre de 2003). Las políticas aplicadas por Aznar –recorte del gasto público, privatización de empresas estatales, la flexibilización laboral de 1999– están en la agenda de los “grandes vecinos” de la región (Francia y Alemania). Bajo su gobierno, la desocupación no bajó de los dos dígitos, proliferó el “empleo basura” (un tercio de los contratos son actualmente temporarios –LF 16/3) y el principal foco industrial (Cataluña) se ve afectado fuertemente por la deslocalización de empresas.

Al menos, Aznar podía exhibir un crecimiento anual que nunca bajó del 3% del PBI bajo su gestión. Los gobiernos Alemania y Francia ni siquiera pueden ofrecer un crecimiento general de la economía para defender sus reformas ya implementadas (recorte de impuestos al capital, ataque al sistema de jubilaciones). Los socialdemócratas alemanes (SDP) vienen de sufrir en Hamburgo –un antiguo baluarte del SDP– su peor derrota desde fines de la segunda guerra mundial, a manos de los democristianos. El 25% de aprobación del gobierno (TE 25/3) puede transformar en un calvario las 13 elecciones regionales, municipales y europeas que restan en 2004. Por su parte, el oficialismo francés viene de sufrir una humillante derrota en las regionales, que los medios en general atribuyen al malestar popular ante la reforma del sistema de pensiones y la inminente reforma del sistema de salud. Esta última, impulsada por el primer ministro Raffarin, propone reducir el déficit del sistema (11.000 millones de euros) sobre la base del aumento de las contribuciones, la reducción de reembolsos por medicamentos, el cierre de hospitales y –en la práctica– una privatización de las prestaciones. Para ilustrar la dimensión de la derrota, baste consignar que la alianza oficialista (UMP-UDF) perdió 20 de las 22 regiones en disputa, quedando cerca de 15 puntos por debajo de la alianza Socialistas-Verdes-Comunistas. El primer ministro parece tener los días contados. 

Merece remarcarse que la tendencia opera hasta el momento como un “voto castigo”, favoreciendo a cualquier opción de oposición que tome consignas populistas contra las reformas. En Francia, la izquierda moderada y el ultraderechista Frente Nacional basaron su campaña en la crítica al desempleo (9,6%) y el estancamiento de los salarios. Detrás del “voto castigo”, sin embargo, parece estar la convicción de que las opciones finalmente se parecen. A pesar de la escasa confianza de los electores en el SDP alemán, “el 80% de los votantes no cree que la oposición pueda hacer un mejor trabajo que el gobierno” (TE 25/3). A su vez, el gobierno socialista de España tendrá como ministro de Economía a Miguel Sebastian, ex director del BBVA (segundo banco español), quien ya se apresuró a declarar su intención de “reducir la intervención del Estado en la economía” (TE 18/3).

En EE.UU., también parece desarrollarse una tendencia similar, aunque con mayor pragmatismo y menor sustento ideológico. El triunfo del liberal centrista John Kerry (senador de Massachussets) en las elecciones internas del Partido Demócrata para las elecciones presidenciales de noviembre de este año, se asentó en la elegibilidad del mismo por encima de las remotas posibilidades de derrotar a Bush que ostentaban sus principales contendientes, el centroizquierdista Howard Dean (ex gobernador de Vermont) y el populista John Edwards (senador de Carolina del Norte). 

El fin de la “Nueva Europa”

La derrota del PP español también terminó de desarticular el sistema de alianzas que constituían lo que el Secretario norteamericano de Defensa, Donald Rumsfield denominó la “Nueva Europa”. Al acercamiento del Reino Unido al “eje” franco-alemán (ver Análisis de Febrero) se suma el brusco vuelco de la política exterior española. Rodríguez Zapatero anunció su decisión de retirar las tropas españolas de Irak a fines de junio y de negociar con Francia y Alemania un sistema de votación en la Comisión Europea alternativo al de Niza (que otorgaba a España y Polonia un elevado número de votos – ver Análisis de diciembre de 2003). Frente al tema concreto de la Constitución, la soledad de Polonia la obliga a imitar la postura de su ex aliado: el presidente Alexander Kwasniewski anunció que las tropas polacas (2.400 soldados en el centro-sur de Irak, parte de un contingente de 9.500 hombres dirigidos por Polonia, que iban ser reemplazados por tropas españolas – NYT 16/3) podrían abandonar Irak antes de lo planeado, es decir, a comienzos de 2005. Súbitamente, el gobierno polaco acaba de descubrir que las supuestas armas de destrucción masiva no existían. El primer ministro Miller, por su parte, y poco antes de anunciar su inminente dimisión como resultado de una secesión al interior de su partido, admitió que los cambios en España obligan a su país a rever su estrategia frente a la Constitución, ya que “lo peor que puede ocurrirle a Polonia es intentar resolver todo sola” (LF 16/3).

Seguridad

Se multiplican las tensiones en el corto plazo

A juzgar por los hechos acaecidos en distintas partes del mundo, la situación para EE.UU. en materia de seguridad y militarización se presenta sumamente complicada: 

· Irak: la ausencia de alternativas factibles a la transferencia del poder a un gobierno iraquí propuesta por EE.UU., culminó en la sanción de una Constitución provisoria que permite la realización de elecciones en el 2005 (C 9/3). Principalmente, establece el sistema federal de gobierno, garantiza una participación femenina del 25% de los cargos en el gobierno y asegura la autonomía kurda (se le concede capacidad de veto y la conformación de una guardia nacional propia a partir de los 50.000 milicianos de la pesh merga, de destacado papel en la caída de Saddam Hussein). Por otra parte, si bien reconoce al Islam como religión oficial, no la considera la fuente única de legislación. Los miembros chiítas del gobierno provisional prestaron su conformidad, pero amplios e influyentes sectores (principalmente los nucleados alrededor del Ayatollah Ali Sistani) aseguraron que buscarán su reforma. Fundamentalmente, impulsan la Sharia (el Islam como ley fundamental aplicable) –sobre todo en cuestiones de familia, divorcio y herencia. Asimismo, los ataques a las multitudinarias procesiones del Ashura (principal fecha religiosa chiíta) en Bagdad y Karbala, donde el estallido de 10 bombas produjo 271 muertos (117 según fuentes norteamericanas) y millares de heridos, profundizaron los reclamos en pos del mantenimiento de las milicias chiítas, compuestas por 10.000 combatientes nucleados en las brigadas Badr (WP 4/3).

· Irán: la respuesta al incremento de la presión sobre ese país por medio de una Resolución del Consejo de Seguridad de la ONU, fue rápida y contundente: cancelación de las inspecciones de la Agencia Internacional de Energía Atómica (NYT 14/3).

· ONU: ante las denuncias realizadas por diversos medios, el Secretario General Kofi Annan propuso la formación de una comisión independiente para investigar los casos de corrupción del programa “Petróleo por Alimentos”, controlado y administrado por ese organismo a partir de su establecimiento, luego de la guerra del Golfo de 1991 (WP 20/3).

· Palestina: el asesinato de Ahmed Yassin, líder de Hamas, mediante un ataque con misiles del ejército israelí, es parte de un plan establecido de eliminación sistemática de líderes palestinos y del mundo árabe, orquestado directamente por el gabinete del primer ministro Ariel Sharon. A tal punto que al día siguiente del ataque se advirtió a Yasser Arafat (jefe del gobierno autónomo palestino) y a Hassan Nasrallah (jefe del Hezbollah, partido político del Líbano) que son los siguientes en la lista (C 24/3). Las repercusiones del ataque profundizan la imposibilidad de cualquier negociación diplomática. Las organizaciones armadas y políticas palestinas anunciaron una guerra total contra Israel. El mundo árabe condenó el asesinato e incluyó directamente a EE.UU. en él. Los 25 cancilleres de la UE repudiaron el hecho por vulnerar el derecho internacional (pues es considerada una ejecución sumaria extrajudicial). Este creciente rechazo de la política israelí-norteamericana seguramente se profundizará, pues Arafat y Nasrallah son líderes políticos reconocidos en el mundo. Difícilmente podamos asegurar que las ejecuciones no se realicen, a juzgar por los apoyos que dicha política aún posee. El gobierno norteamericano no sólo adhiere a ésta, declamando el derecho de toda nación a actuar “en defensa propia”, sino que fue uno de los inspiradores de los hechos, como lo ilustra el asesinato de miembros de Al-Qaeda en Yemen, en noviembre de 2002 (WP 24/3).  Por otro lado –según una encuesta realizada en Israel por los diarios Yediot Aharonot y Maariv–, el 61% de los israelíes apoyó la operación, mientras que un 21% la rechazó (C 24/3).

A juzgar por lo cosechado a corto plazo, la proliferación de las tensiones parece perjudicar la política exterior norteamericana, profundizando su aislamiento y el de sus cada vez menos numerosos aliados. 

Se solidifica el consenso gubernamental a largo plazo 

La guerra contra el terrorismo y su principal vehículo y ejecutor, la red Al-Qaeda, especie de entelequia presente en todas partes y en ningún lado, se profundiza y cobra ímpetu en el largo plazo. Conforma parte de una estrategia dirigida a perpetuar el conflicto bélico y, por ende, el gasto público destinado a la industria del armamento. Al menos ésas son las intenciones de los sectores económicos que se benefician directamente con dicha coyuntura y que cuentan con las herramientas políticas (control del aparato del estado, de los distintos organismos nacionales e internacionales y de las empresas contratistas del denominado “complejo industrial-militar”) para desviar el ahorro social y garantizar así la realización de las mercancías por ellos producidas. De esta forma, la coyuntura se constituye en el fundamento de medidas de largo plazo, que, como veremos, no son exclusivo patrimonio norteamericano.

EE.UU., fiel a su historia de extender las fronteras lo más lejos de su geografía continental, impulsa dos medidas “gemelas”, que ponen en la picota la noción de soberanía:

· Seguridad aérea: “el Departamento de Seguridad Nacional de EE.UU., una dependencia que ya es fuente de fricciones a nivel internacional por las medidas de seguridad que ha impuesto a las aerolíneas, amenaza ahora con usurpar las funciones de las autoridades locales en varios países con un nuevo plan para estacionar inspectores en aeropuertos internacionales. (...) El plan extendería así la soberanía de EE.UU. hasta la puerta de embarque de las terminales de aeropuertos en todo el mundo. (...) Ya se tienen en mente siete emplazamientos específicos, pero se necesita primero pedir permiso a los países en cuestión. Los aeropuertos candidatos serían Heathrow y Gatwick en Londres, Narita en Tokio, Charles de Gaulle en París, el aeropuerto Main de Francfort, el Benito Juárez de Ciudad de México y Schiphol en Ámsterdam. En total, por esas siete terminales pasa el 40% de las 70 millones de personas que cada año se desplazan a EE.UU.” (WSJ 1/3).

· Seguridad marítima: “desde el 11 de septiembre, funcionarios norteamericanos han manifestado su voluntad de ‘correr las fronteras’ de EE.UU. más allá de las actuales, en nombre de la seguridad nacional. Ahora lo hacen a través de los mares. (...) La nueva ley de los mares, impulsada por el Almirante James M. Loy, fue aprobada y promulgada por Bush 16 meses atrás. Un código global paralelo fue adoptado posteriormente bajo presión norteamericana por la Organización Marítima Internacional de la ONU. (...) Ambos establecen el 1° de julio como fecha para establecer sistemas contra el terrorismo –computadoras, sistemas de comunicación, cámaras, patrullas de vigilancia– para ayudar a EE.UU. a protegerse de un ataque, (...) lo cuál crea conflictos entre el comercio mundial y la seguridad nacional. (...) Según un funcionario norteamericano en Honduras, la presión norteamericana para asegurar Puerto Cortés es intensa, pero no paga por esa seguridad, como sí lo hizo cuando entregó a ese país 250 millones de dólares durante la campaña anticomunista norteamericana en Centroamérica en los ‘80 (NYT 24/3). 

Por su parte, la masacre de Atocha impulsó a los gobiernos europeos a incrementar controles, especialmente en aeropuertos y fronteras. Francia suspendió temporalmente el Tratado de Schengen, que permite el libre desplazamiento de ciudadanos de 15 países. En la Cumbre Europea de ministros de Relaciones Exteriores, los días 25 y 26 de marzo, se acordaron los siguientes puntos:

· Declaraciones políticas: se sancionó una “claúsula de solidaridad” o de asistencia recíproca entre los miembros del bloque ante cualquier ataque (semejante al artículo 5 de la carta de la OTAN). Se emitió además una declaración conjunta exigiendo que la dirección de la ocupación en Irak sea traspasada a la ONU.

· Directivas para incrementar la capacidad de control: normas para puertos semejantes a las que ya rigen para aeropuertos y la integración, para 2005, de datos biométricos (impresiones digitales y lectura del iris) en pasaportes y visas. La Asociación por los Derechos del Hombre se refirió a las iniciativas como un “intento de poner a la población europea en estado de sospecha” (LF 26/3).

· Organización del sistema de control paneuropeo (fuertemente controlada por los “pesos pesados” de la zona): la designación “a dedo” de un funcionario encargado de coordinar la “lucha antiterrorista” (Gils de Vries) por parte de Javier Solanas (Comisionado de Seguridad de la UE) y la conformación de un “grupo pionero” de 5 países (G-5: Alemania, Francia, Reino Unido, Italia y España) bajo cuyo control quedaría la centralización de la información.

Del análisis de estas medidas se desprenden dos cosas. En primer lugar, el acento puesto sobre los efectos y el nulo debate acerca de las causas del terrorismo. La indagación de las causas no significa en modo alguno justificación o comprensión de crímenes atroces como los de Atocha, sino la posibilidad, como mínimo, de indagar en la peligrosa simplificación del término “terrorismo”, que parece agrupar organizaciones tan disímiles como Al Qaeda, ETA o el ignoto grupo francés AZN. Por otra parte, hay que remarcar que la centralización que implica el G-5 evoca notablemente las iniciativas de franceses y alemanes de impulsar la nueva Constitución a partir de un “grupo pionero”. Una forma de imponerla a la larga, como dicta la experiencia de la construcción europea. Los medios de acción de la “política antiterrorista” parecen concentrarse según una lógica semejante a la que impera detrás del “voto calificado” que pretende el “eje” para el futuro gobierno de la UE. Una opción alternativa había sido impulsada por Bélgica: la creación de una “CIA europea”. El ministro de Defensa alemán, Otto Schily, fue el más terminante en su negativa a compartir datos reservados con países “que carecen de una cultura de la información” (LF 20/3). 

Así, bajo la “respuesta a la amenaza terrorista” caen en realidad las nociones de soberanía y de estado nacional tal como se entendieron hasta hace poco. Pero no por esta amenaza, sino porque es una necesidad de estas burguesías –europea y norteamericana–, a las cuales el estado-nación les queda chico. Y si observamos que, a cuanto mayor la “amenaza”, mayor el avance de esta política, notamos que la primera parte de este ítem no le es disfuncional, sino que –al contrario– la favorece.

Conflicto Social

Francia e Italia: la presión de las bases empuja a los aparatos 

Así como el malestar por las “reformas” estrecha el consenso político y se manifiesta en las urnas, también las presiones de las bases recortan el margen de negociación de las burocracias sindicales. En Francia, este hecho se expresa en la merma de votos para delegados de la CFCT (la gremial que acordó la reforma del sistema de retiros, sancionada en 2003) en las recientes elecciones realizadas en sindicatos de industrias y reparticiones estatales (EDF, Giat, hospitales – LF 26/3). La beneficiada es la principal central, la CGT, que se opuso a aquella reforma, pero se ve obligada a radicalizar su postura en torno a la del sistema de salud, debido a que la trotskista Force Ouvrier comanda las movilizaciones en los hospitales (LF 11/3). En Italia, las centrales que habían acordado un “pacto social” con el gobierno en 2002 (CISL, católica y UIL, socialista) debieron agruparse, en octubre de 2003, en torno a la mayoritaria CGIL, para oponerse a la reforma previsional que impulsa el gobierno. El 26/3 tuvo lugar un nuevo paro general (de 4 a 8 horas, según sector y región) que, significativamente, contó con la adhesión de otra central obrera, UGL, de estrechas conexiones con un miembro de la coalición oficialista, la neo-fascista Alianza Nacional.

América Latina

La pelea por los mercados entre EE.UU. y Europa, en representación de las distintas corporaciones, se descarga sobre América Latina. En esta disputa, las empresas de EE.UU. y Europa ven en América Latina una región para desembarcar con sus productos, por un lado, y para utilizar mano de obra barata en la producción, por otro. Esta necesidad es la que los obliga a establecer acuerdos y avanzar como sea sobre el continente. Pero esa búsqueda se da dentro de una feroz pelea entre las principales potencias. Esa pelea les permite a los países latinoamericanos aprovechar las fisuras y sacar la mejor tajada posible. En ese marco pueden entenderse las dificultades para el ALCA y el acercamiento hacia la UE por parte del Mercosur (Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay). 

En marzo se produjeron dos “Minicumbres”. Una para acceder de la mejor manera posible a la negociación por el ALCA y la otra entre Brasil y Argentina (Lula y Kirchner) para consensuar una política común en las negociaciones con los organismos internacionales.

Paralelo a esa pelea “hacia fuera” corre el conflicto interno. Así, vemos cómo aquellos países que intentan construir una alternativa al poder de EE.UU., como por ejemplo Venezuela, sufren las presiones internas y externas para debilitar su poder. Mientras tanto, los gobernantes que prometieron una alternativa antes de asumir su mandato y no cumplen, van siendo asediados por sus bases, como sucede con el caso brasileño. 

Pelea por las ganancias

EE.UU. y la Unión Europea pelean por el mercado latinoamericano

Se realizaron varias reuniones para avanzar en los procesos de integración, en los que el Mercosur sigue atendiendo varios frentes. Por un lado, acerca posiciones con la Comunidad Andina de Naciones (CAN) –Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia y Venezuela– y con Chile. Por otro, flexibiliza aún más su postura con respecto al tema agrícola en las negociaciones con el ALCA. Por último, avanza en el proceso de integración con la UE. 

Acercamiento Mercosur-CAN

En la cumbre realizada en febrero en Puebla, no se había llegado a ningún acuerdo entre los diferentes bloques comerciales, posponiendo las negociaciones para este mes en la misma ciudad. En la cumbre de febrero, EE.UU. había logrado conformar tras de sí un grupo de 14 países, entre ellos varios miembros de países sudamericanos como Chile, Colombia, Perú y Ecuador (los tres  últimos son parte de la CAN). Todos estos países, a los que se le suman los centroamericanos, ya formalizaron Tratados de Libre Comercio (TLC) con EE.UU. o lo comenzaron a negociar. 

Tanto Argentina como Brasil, intentan llegar al ALCA lo mejor posicionados posible y con el objetivo de lograr un “acuerdo aceptable” para las burguesías de ambos. Para ello realizaron una reunión de viceministros previa a la minicumbre, pactada en Buenos Aires los días 9 y 10 de marzo. La reunión posibilitó el acercamiento entre ambos bloques y también el de Chile. El canciller argentino Rafael Bielsa, resaltó que “por primera vez desde el lanzamiento del proyecto del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), todos los países sudamericanos llegaron a un acuerdo para generar posiciones comunes”. 

Pero estos dichos eufóricos contrastan con las declaraciones de fines de febrero, cuando altos funcionarios de la representación argentina afirmaban que “algunos funcionarios andinos nos dicen que tenemos razón, pero que no pueden ponerse en contra de Estados Unidos” (LN 27/2).

De esta forma se llegaba a la minicumbre de Buenos Aires. Con un Mercosur intentando, por un lado, flexibilizar posiciones para llegar a un acuerdo con EE.UU y, por otro, tejer alianzas para que ese acuerdo sea lo más fructífero posible. Esto, en el marco de tener a varios países de la CAN oscilando entre los TLC con EE.UU. y el Mercosur.

Otro fracaso para la constitución del ALCA.

El tema agrícola –los subsidios que aplica EE.UU. a su producción, así como las medidas de dumping– había generado la ruptura en las negociaciones en Puebla. El Mercosur se había negado seguir las negociaciones en otros temas –inversión, propiedad intelectual y servicios, entre otros– si EE.UU. no eliminaba dichos subsidios. Pero las diferentes burguesías no quieren quedar afuera del mercado norteamericano y, por ello, intentaron “flexibilizar” nuevamente sus posiciones en pos de llegar a un acuerdo. En vez de pedir la eliminación de los subsidios, el Mercosur pidió una eliminación gradual de los mismos, sabiendo que éste era un año electoral en EE.UU. y que era prácticamente imposible la eliminación total antes de 2005, fecha en que debe entrar en vigencia el ALCA. A su vez, pidió trato preferencial hacia los productos agrícolas del subcontinente. Según Redrado, “no es viable pedir la eliminación de subsidios en un año electoral”. A su vez, afirmó que “nunca nos bajaremos del reclamo de eliminación de subsidios a la producción y a la exportación de productos agrícolas”. 

EE.UU. aceptó a medias esta propuesta, ya que quiere imponer una cláusula que le posibilite introducirlos en el caso en que deba competir con productos subvencionados de otros continentes, como Europa y Asia. De esta manera, la discusión sobre ayudas internas se discutirá en el marco de la OMC, donde también se sientan a la mesa de negociaciones los otros países proteccionistas (los europeos, Japón y Corea del Sur). 

De esta forma, la minicumbre de Buenos Aires sirvió para que los países acordaran la negociación de todo el universo de productos –incluidos los agrícolas– sin exclusiones. Pero no se avanzó más allá de esto, por la negativa de EE.UU. a aceptar la propuesta arriba mencionada. Para evitar un fracaso mayor, la cumbre de Puebla –planeada para el 17 de Marzo– fue pospuesta para los días 22 y 23 de abril y se realizará una nueva minicumbre en Buenos Aires los días previos para tratar de llegar con un acuerdo mínimo. 

Acercamiento con la UE

Como la disputa es acceder a los mercados, la pelea es la misma con los representantes de la UE. La diferencia está en que Europa anunció que una cantidad de productos agrícolas no sufrirán las barreras proteccionistas. Este gesto sirvió para destrabar las negociaciones, que amenazaban con terminar en el mismo fracaso que las del ALCA en Buenos Aires. Con la UE se analizan “las modalidades para aumentar las ventas de productos agrícolas y agroprocesados y, por el lado del Mercosur, las modalidades en servicios e inversiones europeas. Aceptamos la ampliación de las cuotas pero no dejamos de lado el reclamo por la desgravación de todo el universo arancelario”, afirmó Redrado. 

La delegación europea, encabezada por Karl Falkenberg, aseguró que seguirán protegidos los “productos sensibles” (los que más protecciones reciben): carne, leche, azúcar (y productos que lo contengan, como el chocolate, el durazno en almíbar, la harina de trigo y sus derivados) y los alimentos procesados con edulcorante. Sin embargo, otros serán desgravados. Redrado reconoció que, “en materia de compensaciones por ayudas internas a la agricultura, la UE está mostrándose más concesiva. En las negociaciones técnicas que también se desarrollan esta semana en Buenos Aires con la UE, se han encontrado “formas de tratar las distorsiones con acceso preferencial, lo que no se logró en el ALCA”. Recién se sabrá en abril, en Bruselas, qué productos se desgravarán y si permitirán llegar al acuerdo o no (LN 12/3).

Acuerdos con el FMI y “minicumbre” entre Argentina y Brasil. 

El liderazgo regional que intenta consolidar Brasil en América del Sur, como expresión de la pelea contra la imposición del ALCA en términos convenientes solamente para EE.UU., tuvo algunas manifestaciones que sirven para clarificar la tendencia de ese liderazgo. En un sentido, los acuerdos con el FMI de Brasil y Argentina corroboran que los sectores financieros todavía tienen mucho más peso en la región de lo que se suele manifestar últimamente. Reiteramos siempre en este Análisis que en Brasil esta situación no es novedad. Aquí, la política macroeconómica es la que mejor representa en la región la continuidad –dentro de las alianzas políticas que conducen los gobiernos del Estado– de las fracciones más concentradas de capital, generalmente ligados –aunque no siempre en forma exclusiva– al capital extranjero. 

En el acuerdo con Brasil se renueva la obligación de que la economía de ese país cumpla otro año más con la meta fiscal de 4,5% de superávit, lo que implicaría un nuevo ahorro interno en gastos sociales, como el que hubo durante todo el año pasado, donde “el 80 % de los programas sociales recibió menos de la mitad del presupuesto (...) y donde significó [la meta fiscal] dejar de atender desde planes de prevención de enfermedades sexualmente transmisibles hasta los programas de primer empleo y habitacionales” (C 10/03). Además, se prometió la continuidad del esquema económico vigente –con las altas tasas de interés para evitar la inflación– que producen falta de inversión y crecimiento del desempleo. El director gerente del FMI, Kohler, elogió la marcha de la economía brasileña y señaló como un “nuevo capítulo en sus relaciones con los países de América Latina” (C 1/03) de parte del FMI, el que se inicia este año con acuerdos como el de Brasil. El FMI es consciente de que la alianza estratégica regional entre Brasil y Argentina será usada para presionar en su contra. Por eso, muy hábilmente adelantaron ellos mismos el nuevo margen –o una mayor “autonomía”, como la definió el funcionario gerente del organismo multilateral de crédito– que pueden dar a los países endeudados (C 1/03). Esta “autonomía” consiste en acuerdos más cortos, negociados conjuntamente con varios países de la región, y también en discutir que determinados gastos sociales y de infraestructura no sean considerados como gastos a la hora de controlar el superávit. Obviamente, a cambio se pide cumplir con las obligaciones pautadas, principalmente los pagos.  El elogio para Brasil es el mejor ejemplo del cumplimiento de esas metas. 

Pero la necesidad de negociar en forma más sólida con el FMI llevó a que Brasil y Argentina tuvieran una de estas famosas “minicumbres”. Lula y Kirchner se reunieron en Río de Janeiro el 16 de marzo, en un encuentro que se había postergado unos días antes para que primero Argentina arregle su situación con el FMI, como lo había hecho Brasil a principios de marzo, y luego delinear un futuro de negociaciones en conjunto. Si Argentina no pagaba y entraba en default, los sectores ligados a los mercados financieros y algunos grandes empresarios del Brasil “afirmaron que la alianza con Argentina para negociar con el FMI podía llegar a ser una traba política” (C7/03). Luego del acuerdo del FMI con Argentina –que Lula calificó de “extraordinario”, ocupándose de felicitar a Kirchner por todos los medios– se pusieron de acuerdo los dos primeros mandatarios en buscar esa estrategia común de negociación que consiste en lo que el mismo FMI dijo que puede llegar a conceder: no considerar como si fueran gastos a los programas sociales ni a las obras públicas. Pero no es nada nuevo lo que planean, si bien negociar conjuntamente puede darle términos más convenientes a los países endeudados. Lo que piden no es algo ajeno a lo que pretende otorgar el propio organismo y, además, ambos países deberán seguir cumpliendo  con lo que el Fondo pretende: pagar y ajustar, tal como hoy lo hacen Argentina y Brasil. Es cierto que –si es que se terminan logrando negociaciones de conjunto y solicitando lo que se pide en cuanto a los “gastos”– se puede entender como un avance de los débiles contra los poderosos en el esquema de las relaciones económicas. Pero esta alianza solidifica también al mismo Fondo, quien es el que marca los tiempos de las concesiones y, de una forma u otra, logra que nadie rompa con el organismo en forma abierta, declarada y con una alternativa propia. Esta minicumbre también contuvo negociaciones que tienen más que ver con lo regional, además de expresarle al Fondo lo que éste sabe que tiene que ceder.

El estado actual de la construcción de fuerza regional

La suma de fuerzas de los dos principales socios del Mercosur para negociar con el FMI también manifiesta la necesidad de lograr la tan ansiada –y conflictiva a la vez– solidificación regional. En momentos en que ya es común el fracaso sucesivo de los encuentros para negociar la instalación del ALCA, se intentan eliminar algunas de las contradicciones entre ambos países integrantes del Mercosur, como así también delinear qué rumbo regional propio tomar ante el fracaso de aquellas negociaciones. No se niega el ALCA, pero tampoco hay acuerdos sobre su implantación y, ante esta coyuntura, es necesario, dentro del Mercosur, construir solidez externa como así también interna. La pregunta es: ¿pueden estos países prescindir del ALCA? Nuestra opinión es que no La concentración y centralización del capital hacen que sea una necesidad, también para las burguesías de esta región del continente, establecer lazos para agrandar sus mercados, aumentar su escala productiva y abaratar su mano de obra. Pero la cuestión es cómo se subsiste en este trabado esquema, si es que no se plantea una alternativa superadora del ALCA, como ocurre desde los países que integran el Mercosur. Se sigue construyendo fuerza para seguir negociando los términos de lo que no se niega. ¿Qué implica esto? 

En primer lugar, lo interno. En el intento de demostrar esa solidez interna en los dos principales socios del Mercosur –luego de los acuerdos con el Fondo y en vísperas de la minicumbre de Río de Janeiro– ambos países se pusieron de acuerdo en el comercio bilateral. Básicamente, el acuerdo afecta el área de los textiles, donde se eliminaron las licencias de importación no automáticas que había impuesto Lavagna dos meses atrás, pero donde también se pusieron límites a la entrada de telas denim (para jeans) –se redujo un 25%– y a la de los tejidos acrílicos –se redujo un 28%–, entre otros productos brasileños que le disputaban mercado a los textiles argentinos (C 13/03). 

En segundo lugar, lo externo. En la minicumbre entre Kirchner y Lula se buscó una acuerdo entre Mercosur y UE para octubre de este año. Hasta ahora en forma aislada se habían buscado negociaciones con los europeos, pero esta vez en una reunión que no fue específicamente del bloque, los dos líderes más importantes de los países que lo integran, decidieron buscar como alternativa la ruta europea. Y no es en cualquier momento. Además del esquema planteado en torno al ALCA, los europeos se encargaron de hacer notar algunas debilidades del Mercosur. En palabras del jefe de la misión negociadora de la UE, Karl Kolfenberg, “el Mercosur es más visión que realidad (...) ¿cómo la UE va a confiar en el Mercosur si sus miembros no confían entre sí?” (LN 10/03). Lo que le preocupa a los europeos es que todavía cada país tiene sus propia política comercial y que un producto que llega de Europa no puede circular libremente de un país del Mercosur a otro sin pagar el arancel común externo (ACE) en cada país. Hasta que esto ocurra quizá pase mucho tiempo, pero viendo la necesidad de buscar acuerdos con el bloque europeo, el Mercosur lanzó un proyecto de integración comercial para los dos bloques a partir de octubre, del cual todavía no se conocen muchos detalles. 

A partir de esta situación, el ex presidente argentino Eduardo Duhalde, ahora presidente de la Comisión de Representantes Permanentes del Mercosur (el cargo político más importante), anunció que el Mercosur y Sudamérica se encuentran más cerca de lograr un acuerdo comercial con la UE que de terminar de manera positiva las negociaciones con EE.UU. por el ALCA: “En estas condiciones pareciera que hoy el asociacionismo es, para EE.UU., una avenida de una sola mano: una cuestión meramente comercial y de apropiación de mercados sin ofrecer contrapartidas suficientes que hagan provechosa para nuestras economías dicha integración”

“Todos estos factores, que están sobre la mesa de las negociaciones, son los que nos conducen a pensar que podemos estar más próximos a un acuerdo fructífero y provechoso con la Unión Europea que con el ALCA” (C 18/3).

Es decir, en la pelea por los mercados, las burguesías latinoamericanas intentan negociar de la mejor manera para acceder a los mercados, y no perecer en los acuerdos. Saben que el mercado norteamericano es el más importante para ellas, pero también que en una apertura en los términos del ALCA, no todos entrarán en el reparto. Si no, recordemos las palabras de Colin Powell, secretario de Estado norteamericano, reproducidas en palabras de Duhalde: “Nuestro objetivo con el ALCA es garantizar a las empresas norteamericanas el control de un territorio que va del polo ártico hasta la Antártida, libre acceso, sin ningún obstáculo o dificultad, para nuestros productos, servicios, tecnología y capital en todo el hemisferio” (C 18/3)

En este esquema de relaciones, EE.UU. sigue intentando disciplinar, al menos desde la diplomacia, lo que ocurre en el cono sur. La embajadora norteamericana en Brasil se ocupó de aclarar que la relación de EE.UU. con Brasil dependerá de la actitud que pueda tomarse con respecto a Venezuela, tanto en el tema petrolero como en el papel geopolítico que está teniendo este país y sus estrechos vínculos con Cuba. La duda de EE.UU. es si Brasil “se suma una ola antinorteamericana” (LN 8/03), como declaró la embajadora Hrinak, ola que tiene como antecedentes el duelo de fichajes, las negociaciones en la OMC y las críticas de Lula a Powell por la política militar norteamericana (LN 8/03). EE.UU. sabe que Brasil no es Venezuela en el esquema geopolítico. Por el contrario, en este Análisis siempre mencionamos que pueden coincidir en alguna posición anti-Hemisferio Norte, pero que estos dos países de América del Sur van por caminos diferentes. Es decir, la vía “anti-ALCA” de Venezuela –en sintonía con Cuba– y la vía “ALCA light” –o negociación en mejores términos posibles–, que lidera Brasil. Y, justamente, como EE.UU. es consciente de esa situación, y ante la debilidad para insertarse en la región y accionar en el intento de aislar a Venezuela, le muestra los límites cada vez más claros a Brasil y el riesgo que tiene, en pos de lograr aquella negociación en buenos términos, el usar de aliado a un enemigo declarado de EE.UU.. También la embajadora Hrinak, declaró que existe preocupación por la posición de Brasil en el tema Cuba (LN 8/03). 

Ante esta última preocupación, es de importancia destacar el probable cambio de Chile en la próxima votación de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas que tendrá lugar en abril. Parece ser que Chile se sumará al abstencionismo. Sería un dolor de cabeza para EE.UU. que el único aliado directo de su política regional en el cono sur cambiase su estrategia en el tema Cuba. Más allá de la presión de los cubanos ante Lagos para que revea el voto, hay una necesidad del país trasandino de no quedar tan aislado en la región. El conflicto con Chile, y en parte con Perú y Venezuela, la participación militar en Haití, lo han puesto, sin duda, en una situación crítica dentro del esquema de relaciones políticas en la región. Esta situación repercutirá en la alianza socialdemócrata que encabeza el presidente Lagos, ya que la Democracia Cristiana y la Unión Democrática Independiente estarían en contra de dicha postura del presidente, (LN 27/03). 

Coyuntura política

Medición de fuerzas en Venezuela

El gobierno de Chávez y la oposición midieron fuerzas, esta vez en torno al referéndum revocatorio. Este, incorporado en la Constitución, posibilita a la oposición recolectar firmas en la mitad del mandato de algún funcionario (alcalde, intendente, gobernador o presidente), si no está de acuerdo con la política llevada a cabo. Una vez recolectadas las firmas necesarias, se llama a votación para elegir un nuevo funcionario; aunque el que está en el cargo puede volver a presentarse. Una vez recolectadas las firmas hay un proceso de verificación para aseverar si ellas son válidas o no cumplen los requisitos necesarios. 

La oposición, que concentra a empresarios, burócratas sindicales y sectores sociales con mayor poder adquisitivo –nucleados en torno a los partidos tradicionales y nuevos (que suman 14 y que conformaron la Coordinadora Democrática, hace dos años y medio)– busca de nuevo sacar a Chávez del poder. Los anteriores intentos habían sido el fracasado golpe de estado de abril del 2002 y el sabotaje petrolero de noviembre a diciembre de ese mismo año. Esta vez, intentan mediante la recolección de las firmas necesarias (20% de los habilitados para votar) la revocatoria del mandato presidencial. Según la oposición, la cantidad de firmas recolectadas fueron 3.400.000, muy por encima de las 2.400.000 necesarias para lograr el referéndum. 

Pero el proceso estuvo teñido desde el inicio de acusaciones de fraude por parte del oficialismo. La estrategia –que denunció el propio Chávez– fue el anuncio, por parte de la oposición, de una gran cantidad de firmas, para que no haya margen de revisión de las mismas en segunda instancia, y luego la denuncia de que no se respetaba la constitución. Pero, efectivamente, tal como lo demostró el Consejo Nacional Electoral (CNE) la mayoría de las firmas eran fraudulentas (votación de personas fallecidas, falsificación de firmas, falta de los datos necesarios para completar la planilla). Por lo tanto, el resultado que dio la CNE fue: 1.800.000 firmas válidas, 800.000 puestas a revisión y 650.000 anuladas automáticamente. En este último caso, se trata de personas que no se encontraban habilitadas para firmar. En el segundo, la persona que firmó debe volver a firmar, ya que la firma sufre irregularidades. Producto de este fallo se produjeron nuevos enfrentamientos entre los grupos chavistas y antichavistas. Ahora resta saber cuando tendrán que volver a verificarse las firmas puestas en observación.

No son pocos los que anunciaron que este plan era un nuevo golpe de estado (el tercero). Según el vicepresidente Rangel, “(...) ha fracasado el tercer golpe contra la Constitución y el gobierno democrático que se pretendía implementar a través de la manipulación del referéndum revocatorio presidencial” (C 4/3). 

También elevó aún más la confrontación entre EE.UU. y el gobierno de Venezuela, ya que éste último acusa al primero de participar y financiar a los grupos opositores. Chávez acusó a EE.UU. de injerencia en los asuntos internos y de aplicar un plan para desestabilizarlo, afirmando que “no permitiremos intervención en los asuntos internos de Venezuela”. Y agregó que “si a Bush se le ocurre la locura de bloquear, de tratar de bloquear a Venezuela, o por aún para ellos de invadir Venezuela, ni una gota más de petróleo les llegará desde Venezuela” (C 2/3).

Debilidad de Lula

Hemos mencionado en los últimos Análisis que cada vez se le complica más al presidente brasileño sostener la alianza social que representa en el gobierno del Estado. La cifra del desempleo en San Pablo llegó al 19, 8%. Es la peor desde 1985 (C 25/03) y provocó que su principal y reciente aliado, el PMDB –indispensable para que el PT comande la asamblea legislativa–, amenace con dejar la coalición si no hay cambios en la política económica. Los cambios son los mismos que reclama el vicepresidente y uno de los más importantes industriales de América Latina, José Alencar: bajar las tasas de interés, alentar la inversión, y modificar los términos del acuerdo con el FMI. Además, se suma otro caso de corrupción ligado nuevamente a José Dirceu, el Jefe de Gabinete y hombre fuerte del presidente. Dicho funcionario ya había sido cuestionado durante febrero –ver Análisis anterior– por otro escándalo. Esta vez tiene que ver con la adjudicación de una contratación directa para prestar servicios de salud a alrededor de 750.000 empleados estatales (C 8/03). A esta situación le podemos agregar el reclamo del propio presidente del PT José Genoino, quien condujo el proceso de expulsión de los legisladores rebeldes y defendió siempre la gestión del presidente Lula. No podemos dejar de destacar la crítica de la Iglesia a la política económica y social. El presidente de la Conferencia Nacional de Obispos declaró: “Si ya existían el hambre y la miseria en Brasil, nunca fueron tan visibles como ahora (...) [ y exigió] un cambio radical en la política económica” (C 20/03). Los trabajadores también se hicieron sentir. El día en que se anunció el índice de desempleo, se organizó una protesta con movilización y la creación del flamante “Día nacional del desempleado”, con pancartas que decían: “Voté equivocado, voté a Lula y quedé desempleado” (LN 25/03). 

Las críticas vienen de todos lados. Parece ser que el único sector que elogia y apoya al gobierno de Lula es el sector financiero con el apoyo de los organismos internacionales de crédito. A pesar del descontento generalizado, el ministro de economía, Antonio Palocci, se mostró optimista y dijo: “Hay que seguir apelando a la responsabilidad fiscal y al extremo equilibrio para que le economía vuelva a crecer”. Es el hombre, junto con Dirceu, más cuestionado por todos los sectores opositores. La situación es crítica si relacionamos el momento interno con el liderazgo regional. Si bien parece consolidarse este último, la situación interna en algún momento se tornará contradictoria, sino es que esa contradicción es –justamente– la expresión del liderazgo tan controvertido que Brasil manifiesta desde hace alrededor de un año. 

Las causas de la caída de Aristide en Haití

“La Constitución no debe ser escrita con la sangre del pueblo haitiano. Si mi renuncia evita un derramamiento de sangre, acepto partir”. Esto dejó escrito Aristide en una carta adjunta a su renuncia. Esta partida repentina del mandatario, que prometía resistir a las fuerzas rebeldes que lo acosaban, no se hubiese logrado sin la intensa “negociación” del Secretario de Estado estadounidense, Colin Powell. Primero detuvo el avance de la oposición armada a Puerto Príncipe –mostrando de hecho que estaba en posición de detenerla cuando desease– y luego consensuó con Kofi Annan y con el canciller francés Dominique de Villepin la necesidad del alejamiento de Aristide en un marco de “total convergencia”.

El presidente de la Corte Suprema de Justicia, Boniface Alexandre, asumió suplicando a Koffi Annan: “Necesitamos una fuerza de intervención para frenar el desorden que reina actualmente”. La pertenencia al partido Lavalas (“avalancha”) de este abogado, que por muchos años representó los intereses franceses, despertó resquemores en la heterogénea Plataforma Democrática, “(...)muchos de ellos burgueses de origen extranjero que tienen el poder económico y no quieren ser sometidos al control extranjero” (LN 1/3). Es evidente que quien manda es Washington: “con un presidente provisorio, Alexandre, y un primer ministro, Ivon Neptune, virtualmente secuestrados por EE.UU., esta situación se parece cada vez más a una intervención armada para echar a un mandatario del poder” (C 4/3 ). Esto, por un lado, lo expresa la inmediata actitud de Las Fuerzas de Liberación (ex Fuerzas Armadas de Haití y parapoliciales) que al deponer sus armas se justificaron diciendo ser consecuentes con el objetivo anhelado –la renuncia de Aristide y no la toma del poder.

El que denunció el golpe de estado fue el propio Aristide, quien dijo a CNN: “Una y otra vez lo llamo golpe de estado (...) Porque fue un secuestro moderno”, refiriéndose a la entrada en horas de la madrugada de fuerzas de elite norteamericana a su residencia, situación bajo la cual firmó su renuncia.

Vemos cómo la crisis de Haití obligó a EE.UU. a mirar hacia América Latina, región que no está entre sus prioridades. El consenso entre EE.UU. y Francia de quitar apoyo al mandatario e intervenir militarmente encuentra explicación en la retórica antiimperialista de Aristide y su gabinete, pero más aún en las acciones de gobierno: disolución de las fuerzas armadas, bloqueo del proceso de privatización, duplicación del salario mínimo, reinicio de las relaciones con Cuba. Su gobierno, además, tendió a aumentar la carga impositiva al 5% de la población que concentra la riqueza. A Francia le reclamó en el 2003 21.685 millones de dólares en concepto de devolución de 90 millones de francos oro, que Haití terminó de pagar en 1883 luego de que en 1838 se le reconociera su independencia bajo el costo de indemnizar a los antiguos plantadores esclavistas franceses.

La intervención militar en el país caribeño por las Fuerzas Multiinterinas (MIF) tienen la autorización del Consejo de Seguridad de la ONU, que busca garantizar la seguridad y dar ayuda humanitaria por un período máximo de tres meses hasta nuevas elecciones, de las que el Lavalas ya anunció que no va participar. Vencido este plazo, se sumarían a las fuerzas hoy actuantes  en las MIF (estadounidenses, francesas, canadienses y chilenas) las fuerzas armadas brasileñas y argentinas. Mientras Bush presenta a su fuerza como la vanguardia armada, Jaques Chirac dijo: “Es fundamental la participación brasileña y considero de suma importancia que el país asuma el comando de tropas de intervención” (C 5/3), postura compartida por Koffi Annan. Lula dijo estar “honrado” y “a disposición”.

A pesar de toda esta movilidad de tropas “garantistas”, los enfrentamientos armados ya costaron 100 vidas, incluida la de un periodista del canal español “Antena 3”, Ricardo Ortega, que en una movilización que festejaba la caída de Aristide recibió dos balazos de supuestos chimierès (pro Aristide). Guy Philippe, jefe de la oposición armada, alertó ante esta situación: “Pronto estaré obligado a dar órdenes a las tropas de retomar las armas que habían depuesto” (LN 8/3). El clima de tensión alcanzó su punto máximo con la muerte de dos haitianos por las fuerzas estadounidenses, que se justificaron alegando que ambos incurrieron en actitudes amenazantes.

Paralelo a todo esto, asumía oficialmente Alexandre junto a un gabinete de 13 tecnócratas, entre los que se destacan Heerard Abraham –quien dirigió las fuerzas armadas entre 1988/1991– como Ministro del Interior y Gerard Latortue –ex funcionario de la jefatura del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. Mientras la OEA reconoce este nuevo gobierno de transición, la comunidad caribeña se negó a hacerlo, mientras, desde Jamaica, Aristide prometió demandar a Francia y EE.UU. por forzar su exilio, sosteniendo: “Sigo siendo el presidente electo y en nombre de quienes me eligieron ruego la restauración del orden constitucional de Haití” (LN 9/3). La Unión Africana (53 países) también apoyó el reclamo de Aristide. 

Avance de la derecha en El Salvador

En la tercera elección presidencial desde el fin de la guerra civil (1980-1992), que dejó un tendal de 75.000 vidas, resultó electo Elías Antonio Saca, de la Alianza Republicana Nacionalista (ARENA), que con el 57,73% de los votos derrotó a su principal adversario, Schafik Handal, del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMNL), quien obtuvo el 35,65% de los sufragios. De esta manera la derechista ARENA consigue su cuarto gobierno consecutivo. Para esto tuvo que reestructurar la dirigencia del partido, apuntando a recuperar espacio luego de los desfavorables resultados obtenidos en las elecciones municipales y legislativas de marzo del 2003, donde el FMNL logró 31 de las 84 bancas en disputa, relegando al ARENA a la segunda posición en la cámara con 21 bancas, además de perder la emblemática alcaldía de San Salvador. En este recambio de figuras del partido gobernante, Saca entra sin experiencia política pero contando con la propiedad de Samix, megagrupo de nueve emisoras radiales. “La carrera abierta al talento” llevó al otrora relator deportivo a presidir la poderosa Asociación Nacional de la Empresa Privada (ANEA), a la cual renunció para ser candidato. Su propuesta central fue mejorar las condiciones de seguridad, para lo que propuso una mano superdura contra las “maras” (grupos de jóvenes con un alto grado de degradación social). Además, defendió la política liberal y proestadounidense del ARENA, que adoptó el dólar como moneda oficial y envió tropas a Irak. Y sugirió que el candidato opositor ponía en riesgo el flujo de remesas de los dos millones (o más) de salvadoreños residentes en EE.UU., que mandan a sus familiares unos 2.000 millones de dólares anuales –la principal fuente de divisas extranjeras para el país. 

Handal, participante en los 80 de la lucha armada de las fuerzas del FMLN, centró su campaña en romper con el modelo neoliberal, el regreso inmediato de las tropas de Irak y el restablecimiento de las relaciones con Cuba y China. Además, el FMNL proponía un modelo basado en el incremento del ingreso y del poder adquisitivo de la población. Ante la posibilidad de este cambio, se pronunció el enviado especial de la Casa Blanca para el Hemisferio Occidental, Otto Reich: “No pondríamos la misma confianza en El Salvador si lo dirige una persona que admira a Fidel Castro y a Hugo Chávez” (LN 22/3).

Argentina

La economía del país, aseguran, sigue creciendo. Tanto es así que se espera un aumento del PBI del orden del 8,7% para el 2004. Pero –aunque muchos capitales de primera línea anuncian inversiones millonarias– la falta de capitalización interna (y su correlato en infraestructura productiva) es evidente. Por esto, el celebrado crecimiento se explica, fundamentalmente, por la caída sostenida del “costo de la mano de obra”, permitiendo a los capitales en el país ser competitivos en el ámbito internacional. Esto no revierte, cabe decir, el aumento de la pobreza, la desocupación y la degradación social en todas sus dimensiones. También la falta de inversiones y la fuga de capitales (de niveles récord entre 1998 y 2002) se manifestó en una crisis de los recursos energéticos que promete agudizar las contradicciones al interior del Gobierno y de la clase dominante en su conjunto. Con todo, la riqueza creciente producida por los trabajadores da lugar a una competencia feroz entre distintas fracciones del capital. La fracción de la burguesía que sostiene al gobierno de Néstor Kirchner –cuyos exponentes principales son Techint, Arcor, las Alimenticias y la Construcción– busca consolidar un frente, integrando a un sector del capital español (fuertemente comprometido en la Argentina) y a la mediana y pequeña burguesía. Conscientes de la pelea en el frente internacional (con los capitales financieros más concentrados) y en el nacional (con los trabajadores) no pueden evitar rupturas internas. 

Al mismo tiempo, la coyuntura política nacional se movió entre la necesidad de reconstruir el consenso de la política tradicional en la población y las contradicciones que acarrea el desbrozar los aparatos partidarios o, por lo menos, hacerlos más digeribles para una población que mantiene latente su desconfianza, aún cuando mira con buenos ojos algunas señales que llegan desde el Gobierno. 

En el mismo sentido, desde el Ejecutivo se avanzó un paso más en la depuración de las Fuerzas Armadas, tomando medidas políticas que claramente agudizan sus contradicciones internas, haciéndolas aparecer en la superficie de la coyuntura política nacional. 

Sin embargo, estas contradicciones aún no aparecen tan claras como para hablar de conflictos abiertos entre partes. Todos están midiendo sus fuerzas. 

Veamos si podemos echar luz a esta situación, comenzando por lo que la senadora Cristina Fernández denominó “lucha de intereses”.

Pelea por las ganancias

El acuerdo con el Fondo: evitar el default es la consigna.

Horas antes del vencimiento pautado, el gobierno de Néstor Kirchner pagó al Fondo Monetario Internacional (FMI) 3.072 millones de dólares. Pocos días después, desde el organismo, los países más ricos del mundo votaron unánimemente a favor de la Argentina. Pero llegar a este punto no fue tan simple como lo acabamos de decir. 

Días antes, las presiones externas se lanzaron desde la primera línea del Fondo, el Grupo de los 7 (G-7), la Unión Europea (UE) y los centros financieros. En primer término le exigieron a la Argentina el decreto oficial que nombre a los bancos que participarán de la reestructuración de la deuda en default, el reconocimiento del intransigente Comité Global de Bonistas –conducido por el italiano Nicola Stock–, la consideración de las contrapropuestas de los acreedores privados y la salida del default en julio. En segundo término y como veremos más adelante, el capital financiero reclamó un aumento de la tasa de superávit –traducible en un aumento de los pagos al exterior–, la reforma bancaria –que completa la compensación a los bancos y permite su concentración– y la suba de las tarifas de las empresas de servicios públicos privatizadas. 

Anne Krueger, jefa interina del FMI tras la renuncia de Horst Köhler, amenazó: “En el futuro próximo van a necesitar nuevas inversiones, van a necesitar acceso a los mercados internacionales (C 16/03). Jürgen Stark, del Banco Central Alemán, en nombre de la UE puso en duda el futuro apoyo a la Argentina: “El Fondo ha tenido mucha paciencia” (LN 10/03). Un grupo de acreedores privados y algunos economistas, entre ellos Charles Dallara –titular del Instituto Internacional de Finanzas, que reúne a los principales bancos del mundo– fueron más lejos. En una carta le exigieron al Fondo que no apruebe el acuerdo con el país (LN 10/03). Al mismo tiempo, en la reunión informal celebrada por el directorio del FMI, el 3 de marzo, todos concluyeron que “es inaceptable todo tipo de presión para relacionar el pago del 9 de marzo a la aprobación de la segunda revisión”(C 12/03). 

En ese marco hostil, el equipo del ministro de Economía Roberto Lavagna intercambió borradores, “papers” y otros pedidos escritos con el directorio del FMI, se comunicó con funcionarios del G-7 y se reunió con el encargado de la misión del Fondo en la Argentina, John Dodsworth. Mientras, el canciller Rafael Bielsa, hacía lobby en Roma para comprometer el voto positivo de los italianos y hasta último momento estuvieron en contacto los teléfonos de la Casa Rosada y de Anne Krueger.

Entre estas idas y vueltas, los gobiernos de Argentina y Brasil anunciaron al mundo financiero que el pago de las deudas externas no debe contradecir al crecimiento de las economías internas. En el ámbito local, Kirchner en su discurso en la asamblea legislativa, dejaba en claro la postura oficial: “No somos el proyecto del default. (...) Quiero el acuerdo. Pero no pagaremos a cualquier costo” (C 02 y 10/03).

En rigor, tanto el gobierno de Kirchner (y la fracción de la burguesía que lo sostiene) como los centros de capital financiero, tienen que evitar el default argentino. El Fondo le ha prestado a la Argentina un 15% de su capacidad de préstamo. La declaración pública del default pondría en cuestión a toda la estructura de su capital provocando un fuerte impacto en el sistema financiero internacional (C 8 y 14/03). Pero, al mismo tiempo, el gobierno argentino es consciente de que la economía del país depende de ese capital financiero para “funcionar”, por lo menos en los marcos del sistema capitalista. Nadie ha osado, en este sentido, “patear el tablero” de las negociaciones. Pero esto no oculta que las condiciones del reparto de las ganancias configuran un conflicto irresoluble entre capitales en competencia.

Veamos qué condiciones de reparto firmó el gobierno argentino. 

Qué firmó el gobierno. Un porvenir que huele mal.

En el medio de los tirones con el FMI, la senadora nacional Cristina Fernández, esposa del presidente, fue contundente: “Estamos discutiendo sobre miles de millones de dólares y cuando se discute eso no hay malos ni buenos, simplemente hay intereses” (LN 10/03). Por su parte, fue Néstor Kirchner quien ilustró el terreno en que se libra esta lucha: “¿Pero esta gente no se da cuenta dónde estamos? Estamos en el fondo de la mierda” (C 14/03). Aunque el presidente no se equivoca, debemos afirmar que en vista de lo firmado con el FMI, podemos estar peor. 

Por un lado, el gobierno aceptó tomar en consideración las contrapropuestas de los acreedores privados y la salida inmediata del default. Esto pone en cuestión el nivel de quita que se pretende aplicar a la deuda con los privados. También el sindicato de bancos que trabajará en la reestructuración de la deuda fue oficializado por decreto. Pero el tema candente por venir es de qué manera se utilizará el superávit primario (resultado positivo de los ingresos del país menos sus gastos, sin contar los pagos de intereses por deuda). Junio es el mes en donde comenzará esta gran batalla (según el analista Marcelo Bonelli), en donde deberá definirse el nivel de ahorro público para los años 2005 y 2006 (C 10/03). El Fondo exige un aumento del superávit (canalizado hacia los pagos de deuda) mediante ajustes del gasto público, abandono de subvenciones a las industrias locales y del financiamiento de obras de infraestructura. El pedido del FMI consta en la “letra chica” del compromiso último firmado por Lavagna. Según demuestra Bonelli, “ese compromiso apunta a aumentar los pagos netos de la deuda que se encuentra en estado normal [es decir que se paga en fecha] y las obligaciones que surjan de la reestructuración de la deuda con los acreedores privados”. En el punto 8 del memorando de septiembre de 2003, firmado por Lavagna, se lee: “El objetivo para el 2004 será lograr un superávit primario consolidado del 3% del PBI. En los años subsiguientes –2005 y 2006– la política asegurará la extensión de la tendencia iniciada en el año 2002 y reforzada en los años 2003 y 2004” (C 17/03). Esa tendencia es el aumento del superávit fiscal, cuya clave es recaudar más ajustando el gasto público. 

En este sentido, Economía prepara una reforma que bien nos sirve de ejemplo. Se propone eliminar la rebaja de los aportes patronales que beneficia a las empresas del interior del país. De esta manera, ahorra más dejando a merced del mercado a una fracción de la pequeña y mediana burguesía que para competir requiere de estas subvenciones. Por otro lado, se busca que los sueldos mayores a 4.800 pesos aporten más a la jubilación. Se harían cargo del aumento tanto los trabajadores como las empresas (C 22/03). Es ante este avance del capital financiero internacional sobre las ganancias producidas en el país por los trabajadores, que la burguesía autodenominada “nacional” responde en los términos en que lo hace Kirchner y la primera línea del gobierno. Veamos.

En busca de la unidad deseada

Como venimos observando todos los meses, la mayoría de las organizaciones de la burguesía con intereses en el país apoyó abiertamente la posición oficial en la disputa con los centros financieros internacionales. Desde la Asociación Empresaria Argentina (AEA) cuyo titular es el presidente de Arcor, Luis Pagani, se reafirmó la “satisfacción” por los términos del acuerdo (C 10/03). La banca privada y pública local, nucleada en ADEBA y ABAPPRA dijo lo suyo: desde la primera, Jorge Brito habló de la “concreción del respeto por el derecho internacional y la autonomía de las naciones”, mientras Carlos Heller, titular de la segunda entidad, sostenía que “el Gobierno debe mantener la firmeza en las negociaciones con los organismos (...) Si no mantiene esa postura en las próximas negociaciones pondría en juego las reservas y entraríamos en problemas realmente muy serios” (C 07 y 10/03). El silencio reinó en la Asociación de Bancos Argentinos (ABA), que contiene a la banca más concentrada del capital extranjero. 

Desde el campo, fue la Federación Agraria (FAA) quién hizo de base al gobierno, haciendo énfasis en los “perjuicios que provocaron en esta parte del mundo las políticas del FMI”. Cabe destacar que la declaración fue apoyada por unas 30 entidades de pequeños propietarios agrarios de Latinoamérica (C 09/03). Al mismo tiempo la Unión Industrial (UIA) salió a criticar duramente al Fondo, haciendo suyo el argumento que sostienen Kirchner y Lula ante el mundo: “El FMI está obligado a contribuir a consolidar la superación de la crisis, evitando decisiones desafortunadas que interrumpan el proceso de recuperación económica o, peor aún, precipiten una nueva crisis de consecuencias impredecibles” (C07/03).

Así, en este enfrentamiento, desde la UIA se busca organizar un nucleamiento que incluya a todo el arco recién mencionado. El puntapié inicial hacia la formación de este frente de la burguesía, fue la firma de un acuerdo con sectores del capital español, para promover inversiones y exportaciones. Los participantes fueron la FAA, las Confederaciones Rurales Argentinas, la Sociedad Rural, ADEBA y los bancos BBVA-Francés y el Santander, la Bolsa de Buenos Aires, la Cámara de la Construcción, la Cámara de Comercio, FUCAES –que agrupa a las empresas españolas en la Argentina– y la Cámara de Comercio argentino-española. 

La unidad es necesaria para estas fracciones del capital en un marco de doble enfrentamiento. El primero, a nivel externo, implica la ya descripta competencia con los organismos y centros de capital más concentrado. El segundo, a nivel interno, no es otro que la lucha contra los trabajadores en un contexto de aumento de la tasa de explotación (C 13/03).

Pero la voluntad de Techint, Pagani y los más grandes capitales en el ámbito nacional de dirigir un frente que abroquele a los sectores de pequeña y mediana burguesía en los hechos, presenta contradicciones. Un ejemplo claro se evidenció en el sector agrario. Toda la franja de pequeños propietarios y productores cada semana intervinieron desde el matutino La Nación para criticar a la dirigencia agropecuaria, por no ser representativa ni aportar soluciones al sector (ver suplemento Campo 06, 13 y 20/03). En esta línea, desde el Frente Agropecuario Nacional se habló de una crisis de representación que se potencia a través del tiempo. Un ex presidente de las Confederaciones Rurales, plantea la necesidad de la formación de una entidad “supranacional” con fuerte representación en el Estado. Con todo, quien resumió la situación padecida por los pequeños propietarios fue el titular de la FAA, Eduardo Buzzi: “Bajo un agudo proceso de concentración de la propiedad y utilización de la tierra, desaparecieron más de 100 mil pequeñas y medianas empresas agrarias y gran parte de las que sobrevivieron quedó con gravísimos problemas de endeudamiento. La misma ola se llevó a decenas de cooperativas y otras organizaciones de capital social (...) allanándole aún más el camino a ese puñado de grandes empresas”. La denuncia a los grandes propietarios y conductores del sector coexiste con la dimensión de la unidad a la hora de pedir una reducción sustantiva en las retenciones. En una conferencia de prensa se mostraron juntas las CRA, FAA y la Sociedad Rural.

El crecimiento: aumento de la explotación sin capitalización 

Como mencionamos en la introducción, más allá de los anuncios de nuevas inversiones, no se evidencia aún la esperada entrada de capitales que se exprese en obras de infraestructura o en producción pesada. Algunos movimientos en el país de grandes capitales, como la compra de Bellsouth por Telefónica, o la de la Banca Nazionale del Lavoro por el BBVA (que controla al Francés), no implican capitalización a nivel interno. Es decir, dichos movimientos han pasado fronteras afuera de la Argentina. Sin inversiones de infraestructura o en equipos (tecnología y maquinaria) el celebrado crecimiento de la economía, que en el sector industrial fue del 13,3% en febrero (C 17/03), se basa, tal como observamos en el Análisis anterior, en la caída del salario y la precarización laboral ascendente, permitiendo a los capitales en el país (sin las inversiones mencionadas) ser competitivos en el mercado mundial. Un ejemplo se lee en el informe elaborado por la Sociedad de Estudios Laborales: “El costo laboral de las empresas industriales, medido como el gasto que le significa a una empresa mantener su personal en relación con los precios que recibe por sus bienes, es un 42,1% inferior al de dos años atrás”. En general, para todo el sector privado el costo laboral cayó entre el 2001 y el 2003 un 17% (LN 03/03). Otro ahorro de los capitales se explica en que, según el INDEC, de cada 4 despedidos 3 no reciben la indemnización correspondiente (C 08/03). 

La falta de capitalización interna se manifestó a fines de marzo en una crisis energética. Por dos días consecutivos decenas de grandes y medianas empresas sufrieron cortes de energía. El asunto promete destapar contradicciones entre Kirchner y Lavagna, puesto que mientras el primero denunciaba la falta de inversiones de las compañías privatizadas, el segundo afirmaba que la situación se debía a la falta de ajustes tarifarios. 

Coyuntura política

La resignificación de la política

¿Cómo reconstruir el consenso perdido, con una clase política que lejos de renovarse, sigue generando un gran rechazo en amplios sectores de la población?

Hace tiempo que Kirchner planteó el problema como una causa “nacional”, buscando así reavivar el sentimiento de los argentinos al apelar a ciertos valores y símbolos compartidos. Sin embargo, durante marzo se agregó un ingrediente importante a esta estrategia: Se trata de resignificar el alto grado de politización existente en la sociedad argentina. Una de las formas de hacerlo, es con la reivindicación de la militancia, concepto guardado desde hace años en el fondo de los archivos de la memoria de la dirigencia política tradicional.

La grieta política

Ya en nuestro último Análisis, habíamos dejado planteada la demostración de fuerzas que el kirchnerismo pensaba realizar, con un acto convocado desde la Casa de Gobierno para el 11 de marzo, designado como “día de la militancia”, al conmemorarse el 31° aniversario de la asunción de Cámpora a la presidencia. El acto se realizó en Parque Norte, y Kirchner no se pudo dar el lujo de probar suerte con una convocatoria abierta a la ciudadanía. El 11 fue un día laborable, el acto se realizó en un predio cerrado, y además, el horario elegido, las 10 de la mañana, sólo permitía la concurrencia de los diferentes “aparatos”. Ante dicho panorama, Kirchner pronunció un discurso enfocado a reivindicar el valor de la militancia política (C 12/03).

La percepción de Clarín es acertada. Se trata de reconciliar a la población con la política tradicional. La reivindicación de la militancia es parte del movimiento de resignificación de la política encarado desde el kirchnerismo.

Así lo enuncia el legislador porteño Ariel Schiffrin, en el lanzamiento de una de las líneas internas del kirchnerismo, la que responde al canciller Rafael Bielsa: se trata de “construir una idea nacional y progresista para todos aquellos que quieren volver a la política” (C 05/03).

Sin embargo el panorama no es tan nítido. Las diferentes líneas internas sólo coinciden en el apoyo al Presidente. Pero existen desde agrupamientos de intelectuales, hasta varios bloques de legisladores que no logran conciliar sus políticas. Y además, fue creada recientemente la liga de intendentes progresistas, formada por Ibarra (Ciudad de Buenos Aires), Juez (Córdoba) y Binner (Rosario).

Esta desunión, se suma a la desconfianza con que gran parte de la población sigue mirando a la dirigencia política. Es por ello que el kirchnerismo se mueve sobre el filo cuando intenta desarmar, por ejemplo, la red de intendencias, sobre todo las bonaerenses. Ya venimos hablando en Análisis pasados sobre cómo se reconstruyó el poder político en el plano electoral a través de la disgregación y del caudillismo local. Y es lógico que esas redes defiendan sus intereses sectoriales, es decir, peleen por no ser desmanteladas. Por ahora, el dinero mantiene tras bastidores esta interna: El Presidente dedica un esmero especial a cuidar el vínculo afectivo con la gente, uno de sus puntos fuertes. Y a sembrar fidelidad política entre los intendentes, muchos de ellos coroneles del poderoso aparato del PJ provincial, acercando obras públicas, subsidios y programas de empleo genuino (C 05/03).

Pero los intendentes van por más. Es que en el proceso de descomposición social aparecen centenares de hechos de corrupción, y los aparatos clientelares buscan armas para su defensa: Varios de los intendentes de la provincia de Buenos Aires que impulsan un proyecto de ley para impedir que se los detenga antes de ser sometidos a un juicio enfrentan actualmente investigaciones por supuestos casos de corrupción en sus municipios (...) El intendente Jesús Cariglino (Malvinas Argentinas), detenido por estafa fraudulenta en noviembre último, argumentó: “Los gobernadores, los ministros y los legisladores tienen fueros. Nosotros somos elegidos por el pueblo y no tenemos ningún tipo de cobertura para las funciones que cumplimos. Estamos pidiendo lo mismo que tiene un ministro o un secretario de Estado” (LN 22/03).

Derechos y Humanos

Por otro lado, el 24 de marzo se conmemoró el 28° aniversario del último golpe militar en la Argentina. Ante esto, el kirchnerismo avanzó en su plan de reconciliación del Estado con la población. En su discurso esto aparece claro: “Vengo a pedir perdón de parte del Estado Nacional por la vergüenza de haber callado durante 20 años de democracia tantas atrocidades” (LN 25/03). Pero este discurso fue el resultado de un conflicto abierto varios días antes, cuando Kirchner convocó a diversos organismos de Derechos Humanos para realizar un acto conjunto en la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA). Sin embargo, lo que fue previsto como intento de síntesis terminó dividiendo aún más las aguas, al agudizarse las contradicciones entre estos organismos y el resto de la dirigencia política. La invitación que habían recibido varios gobernadores a participar de la ceremonia tuvo que ser retractada a último momento por la negativa de Madres de Plaza de Mayo a participar en el acto junto a dichos gobernantes, provocando la ira de éstos. Quien intentó aprovechar y conducir este enojo fue el gobernador de Córdoba, Juan Manuel de la Sota. Junto a los gobernadores Obeid (Santa Fe), Solá (Buenos Aires) y Busti (Entre Ríos), publicaron una solicitada en la prensa escrita acusando de discriminación a los organismos de Derechos Humanos. Así, un nuevo frente interno se abrió en el peronismo, justo unos días antes de que se realice el Congreso del justicialismo para elegir autoridades, lo que será analizado en nuestra próxima entrega.

La coparticipación agudizará las contradicciones

Los encontronazos relacionados tanto con las intendencias como con los gobernadores, sólo son un anticipo de la discusión que se abrirá en los próximos meses. El tema está pendiente desde la reforma de la Constitución Nacional en el año 1994, y cada vez que se acerca la hora de definiciones se auguran feroces disputas, como muestra de la diversidad de intereses sectoriales y regionales que se esconden tras la discusión. Se trata nada menos que de la coparticipación federal, es decir, del reparto de dinero recaudado por Nación entre las diferentes provincias. Así lo explica Gerardo Otero, Ministro de Economía de la Provincia de Buenos Aires: “El federalismo fiscal ha evolucionado en la descentralización hacia las provincias de la prestación de servicios públicos, como la educación básica y secundaria, salud, acción social, seguridad y justicia. Como resultado, el 40% del gasto público consolidado es ejecutado por las provincias. En cambio, desde la captación de los recursos, el sistema es cada vez más centralista. En 2003 el 85% de los impuestos fue recaudado por la Nación y sólo el 15% por las provincias. Los mecanismos por los cuales se distribuyen los recursos federales también se han concentrado cada vez más en el nivel nacional del gobierno. En 2003 la distribución a las provincias de impuestos nacionales sólo llegó a 32%” (C 08/03).

La grieta militar

Pero la grieta con los gobernadores no fue la única abierta durante marzo. También volvió a tensarse la relación entre el Ejecutivo y las Fuerzas Armadas. Recordemos que desde la asunción de Kirchner, la depuración de los hombres de armas más vinculados a la política que se llevó adelante desde 1976, mantiene la situación en permanente tensión. Pues bien, en marzo esta tensión aumentó. Por un lado, el Ejecutivo presionó a la Armada para que ésta cediera el predio de la ESMA no sólo para realizar el acto antes mencionado, sino además para instalar en dicho lugar un museo sobre la dictadura. Es obvio que esto no se podría llevar adelante si un sector de dicha Fuerza estuviera en desacuerdo. Es decir que existe cierto consenso interno para llevar adelante la “reconciliación” de las FF.AA. con la población. Pero también es claro que esto no sucede sin disputas internas. Los sectores que vienen siendo desplazados no dejan de dar pelea. Sin embargo, la cesión del predio ya es un hecho, aunque lejos estuvo de lograrse consenso.

Un hecho previo al acto de la ESMA ilustra la situación conflictiva al interior del frente militar. Como parte del perdón solicitado por Kirchner en el nombre del Estado Nacional, se anunció que horas antes del acto en la ESMA, se realizaría una ceremonia en el Colegio Militar, en la que serían retirados los retratos de los ex presidentes Jorge Videla y Reynaldo Bignone. Ante esto, el retrato de Videla fue “escondido”, a lo que Kirchner respondió con el anuncio de que no sólo se realizaría el acto, sino que además estaban obligados a participar todos los generales. El hecho provocó el pedido de pase a retiro de algunos generales que consideraron la ceremonia como un acto de “humillación”.

Los hechos publicados en los matutinos no dejan ver, por ahora, cómo están compuestas las diferentes líneas internas de las Fuerzas Armadas. Sólo algunos datos permiten imaginar el contorno de las mismas. Un ejemplo lo tenemos en el discurso pronunciado por Kirchner en el Colegio Militar, donde recordó a los oficiales allí presentes a que “nunca más las armas deben ser utilizadas en contra del pueblo” (LN, 25/03). 

Conflicto Social

En el mes de marzo se registraron los siguientes hechos: 8 paros parciales (destacamos uno de 48hs, otro de 72hs.); 9 jornadas de marchas; 7 jornadas de concentraciones frente a edificios públicos; 2 jornadas de acampe frente a edificios públicos; 6 jornadas de cortes de rutas, autopistas, calles y vías de tren; 1 conformación de comisión mixta para “revisar” los casos de planes sociales “caídos”; 1 toma de trenes (utilizados como transporte); 1 ocupación de predio del Estado; 1 apagón (15 min.); 1 bocinazo; 1 escrache.

En ese mismo mes, en la provincia de San Luis se desató un heterogéneo movimiento de oposición al gobernador Alberto Rodríguez Saá. Desagregado del resto de los acontecimientos, observamos en dicha provincia: 7 jornadas de marchas; 5 cacerolazos; 3 jornadas de paro con toma de escuelas (no permiten el ingreso de los nuevos directivos nombrados por el Poder Ejecutivo provincial); 1 festival popular. Cabe anotar que una de las marchas fue reprimida por la policía. 

Las organizaciones y sectores que protagonizaron los acontecimientos del mes fueron: trabajadores de hospitales públicos de la Ciudad de Bs.As. –ATE– (4 acciones); trabajadores estatales –ATE Capital– (2); trabajadores bancarios (1); Polo Obrero (3); CCC (3); MTL (2); MIJD (2); MTR (2); H.I.J.O.S., organizaciones de Derechos Humanos y partidos de izquierda (2). Entre los que registran una sola acción destacamos al MTD y CTD Aníbal Verón; MST Teresa Vive; Ahorristas conducidos por Nito Artaza; trabajadores docentes; Fedecámaras; Pequeños comerciantes; Piqueteros dirigidos por Emilio Alí; Choferes de larga distancia –UTA–; Autoconvocatoria “No al ALCA”; Movimiento Antiimperialista y por la Paz –MAP–.

Nuevamente desagregamos a los hechos de San Luis. Aquí se conforma una Multisectorial en donde participan, los denominados laicos autoconvocados, organizaciones vinculadas a la iglesia católica, trabajadores docentes y padres de alumnos autoconvocados, y trabajadores municipales. Todos registraron 7 acciones. 

Entre las principales demandas y consignas se observan: aumento salarial (6) –se incluye 1 repudio a aumentos salariales “a dedo”–; trabajo genuino (3); mejores condiciones laborales (4); revisión de Planes Sociales dados de baja/aumento de los planes (5); aumento del monto de los planes sociales (3); oposición a privatizaciones –del Correo y de predio estatal– (3); repudio al golpe de Estado y a la dictadura militar/castigo a genocidas de la dictadura (2); finalmente, oposición a la conducción de Daer en la CGT; oposición a remates de viviendas; devolución de los ahorros bancarios en dólares; no al pago del FMI; no al ALCA; repudio a la guerra y ocupación de Irak; resarcimientos por la disminución de los ingresos debido a cortes de calle y piquetes; repudio a intelectuales opositores de Fidel Castro. 

En San Luis, las exigencias de los distintos sectores movilizados fueron: repudio a la intervención del gobierno de San Luis en las instituciones controladas por la iglesia católica y en las escuelas públicas; cambio en la política de educación, salud, seguridad y justicia del gobierno provincial; renuncia del gobernador (Alberto Rodríguez Saá); pagos de sueldos atrasados.
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